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Acta N° 134 de abril 13 de 2009 
  



En la fecha, siendo las tres de la tarde (3:00 p.m.) día y hora señalados con anterioridad para continuar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderado judicial por Mercedes Orbilia Delgado Correa contra Álvaro López Moreno, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados, por lo que se tiene por superada la etapa de alegaciones y se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira el pasado 3 de marzo, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.

  



ANTECEDENTES




Por intermedio de mandatario judicial, solicitó la demandante que se decretara la cesación de los efectos civiles del matrimonio religioso que contrajo con el demandado; que se declarara disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal formada por este hecho y se procediera a su liquidación dentro del mismo juicio; que la residencia de los cónyuges sería separada y que entre los mismos no se reclamaría cuota económica para subsistir, pues cada uno tenía definida su situación económica; que se dispusiera la inscripción de la sentencia en los respectivos folios de registro civil y que se ordenara el emplazamiento del demandado.

  



Las pretensiones se fundamentaron en que demandante y demandado se unieron en matrimonio religioso el 12 de julio de 1980; que desde hace 26 años están separados en forma definitiva dando cabida a la causal 8ª del artículo 154 del Código Civil; que los contrayentes no efectuaron capitulaciones matrimoniales conformándose una sociedad de bienes que no se ha liquidado.
  



Luego de corregido, el libelo se admitió con auto del 29 de julio de febrero de 2008 en el que se dispuso el traslado de rigor, surtido por medio de curador ad-litem, previo emplazamiento de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 318 del C. P. C., modificado por el 30 de la Ley 794 de 2004. Dicho auxiliar aceptó como cierto el hecho primero de acuerdo con el documento adosado y los demás los remitió a prueba, sin oponerse a las pretensiones.

  



Se señaló fecha para la práctica de la diligencia de que trata el artículo 432 del C. de P. Civil, en la que no fue posible conciliar por encontrarse el demandado representado por curador ad-litem; los hechos y pretensiones no sufrieron modificación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas, se corrió traslado a las partes para alegar, derecho del que hicieron uso, y con posterioridad se profirió el fallo en el que halló el juzgado estructurada la causal de divorcio invocada, decisión que en vía de consulta se revisa al haber resultado adversa al demandado.

En esta instancia no hubo intervención de las partes y se procede a decidir lo pertinente, previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES




Concurren todos los presupuestos procesales en este asunto, y no se vislumbra causal alguna que pueda invalidar la actuación.

  



La legitimación de las partes, tanto por activa como por pasiva, se infiere de la copia del registro civil de matrimonio allegado con el escrito de demanda y que obra a folio 2 del cuaderno principal, en el que consta que la boda se realizó el 12 de julio de 1980 por los ritos católicos.





Pretende la actora mediante esta acción obtener que se declare la cesación de los efectos civiles del matrimonio que celebró con el demandado porque están separados de hecho desde hace más de veintiséis (26) años, es decir, con fundamento en la causal prevista en el numeral 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, que reformó el artículo 154 del C. Civil, esto es “... La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años.”





Para probar ese supuesto fáctico, se recepcionaron las declaraciones de Sandra Paola Duque Amaya, María Danila Delgado Correa y Carolina López Delgado, amiga y hermana de la demandante, en su orden, las dos primeras, e hija de la pareja en litigio ésta última.
  



De esas versiones se destaca la de Carolina, quien siempre ha estado al lado de su señora madre y es conocedora de primera mano de los hechos que sirvieron de sustento a las pretensiones; precisó que la separación de hecho de sus progenitores ocurrió hace más de 20 años  sin que haya existido reconciliación o acercamiento entre ellos, que nunca volvieron a ver al demandado; que Mercedes Orbilia hace vida marital desde hace unos quince años con Joaquín Antonio Isaza; que siempre vivió con su mamá hasta hace aproximadamente 2 años y en la actualidad la visita cada ocho días más o menos, cada ocho días mas o menos, y por tal motivo le consta lo dicho.

  



También la hermana de la actora, dada su estrecha relación familiar y la convivencia con ella por un buen tiempo desde cuando se separó, testificó sobre ese hecho y ratificó que aquella sostiene una relación sentimental con otra persona desde hace unos quince años.  Por su lado, la primera deponente mencionada, vecina de la demandante de hace unos doce años atrás, dijo que no conoce al demandado pero sí a quien es el actual compañero de la actora.

No existe ningún motivo que haga dudar de la veracidad de las declaraciones, ceñidas a  relación de familiaridad y amistad que liga a las testigos con la demandante, lo que les ha permitido conocer la situación fáctica que se plantea en la demanda. Había, pues, lugar a acceder a las pretensiones incoadas, como lo hizo el juez de primera instancia, independientemente de quién pudiera ser el cónyuge culpable por tratarse de una cuestión de carácter objetivo.
    



La sentencia, por tanto, será confirmada, sin que haya lugar a condenar en costas por el grado jurisdiccional que se resuelve, adicionándola en varios puntos: 

   



Primero, para declarar disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal formada entre los consortes. 

  



Segundo, en el sentido de negar la petición relacionada con la declaratoria de residencia separada de los cónyuges, sobre la que nada dijo el juzgado, como que esa es una medida provisional (art. 444 C.P.C.) que se adopta cuando el resquebrajamiento de la vida común es tal que debe velarse porque la pareja se separe de residencia para la protección de quien la invoca, en tanto se adopta una decisión de fondo, además, que se trata de una consecuencia de la sentencia de divorcio, porque entonces cesa para los consortes la obligación de cohabitar; esto sin contar con que precisamente lo que dio lugar a esta demanda fue el hecho de que los cónyuges se hallaban separados de hecho desde hace veinte años, con lo que a nada conduciría esa declaración.


 


Y por último, para negar la pretensión quinta que no es tal, sino la solicitud de emplazamiento que fue oportunamente ordenado. 

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad el 3 de marzo de 2009, en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido por Mercedes Orbilia Delgado Correa contra Álvaro López Moreno, ADICIONÁNDOLA en el sentido de que se declara disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal conformada entre los cónyuges, y para negar las pretensiones 3ª y 5ª de la demanda. 
Sin costas.

Lo decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ









2

[image: image3.png]


_1214118482

